
Santiago, uno de agosto de dos mil diecinueve.

Vistos:

1 )º  Que  do a  Solange  del  Carmen  Hermosilla  Jaramillo,ñ  

domiciliada Chifin Alto N 57, R o Negro, acciona de protecci n contraº í ó  

la  Comisi n  M dica  Central  de  la  Superintendencia  de  Pensiones,ó é  

representada por do a Adriana Montenegro Varas, con domicilio enñ  

O`Higgins  N 1449,  Santiago;  se alando  que  padece  una  afecci nº ñ ó  

dermatol gica denominada ros cea, muy severa, diagnosticada hace 10ó á  

a os, por la que ha estado en tratamiento sin presentar mejor a, lo queñ í  

le ha tra do como consecuencia tener que aislarse en su casa, en elí  

campo, sin poder salir, ni trabajar. Ello ha derivado en un trastorno 

depresivo recurrente que le obliga a medicarse.

Atendido lo anterior, el 11 de julio de 2018 pidi  una evaluaci nó ó  

a  la  Comisi n  M dica  de  su  regi n  para  optar  a  una  pensi n  deó é ó ó  

invalidez, la que en Dictamen 021.1371/2018 fij  un menoscabo de suó  

capacidad de trabajo del 55.0%, aceptando una invalidez transitoria 

parcial a contar de aquella fecha. Sin embargo, ante una apelaci n, deó  

las  compa as de seguros Chilena Consolidada,  Security,  CN Life yñí  

Bice  Vida,  por  menoscabo  sobrevalorado ,  la  Comisi n  M dica“ ” ó é  

Central,  el  26  de  diciembre  de  2018,  mediante  Resoluci nó  

N 13836/2018,  revoc  el  dictamen  anterior  y  estableci  unaº ó ó  

incapacidad  del  7% que  no  le  permite  pensionarse;  repuso  de  esa 

decisi n pero en respuesta de 15 de marzo de 2019,  dicha entidadó  

mantuvo su opini n.ó

Expresa que lo anterior conculca la garant a establecida en elí  

art culo 19 N 9 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, por lo queí º ó í ú  

pide se deje sin efecto la decisi n de la Comisi n M dica Central y seó ó é  

restablezca  el  porcentaje  de  invalidez  del  55%  determinado 

anteriormente por la Comisi n Regional.ó

2 )º  Que  la  Comisi n  M dica  Central,  evacua  informe,ó é  

solicitando  primeramente  que  se  deseche  el  recurso  por  falta  de 
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legitimaci n pasiva ya que carece de personalidad jur dica y patrimonioó í  

propios,  raz n por la  cual  su representaci n  judicial  corresponde aló ó  

Consejo de Defensa del Estado. En subsidio, solicita el rechazo porque 

la pretensi n que subyace en el recurso es de car cter declarativo, loó á  

que excede la v a cautelar de que se trata. Y por ltimo en subsidio deí ú  

las anteriores alegaciones informa sobre el fondo pidiendo igualmente 

se deseche la presente acci n porque en efecto las afecciones invocadasó  

no configuran el impedimento que la actora se ala. ñ

3 )º  Que la recurrida explica en este ltimo ac pite que do aú á ñ  

Solange Hermosilla Jaramillo ha realizado la misma solicitud en tres 

ocasiones: en el mes de abril de 2017, en agosto de ese mismo a o y lañ  

ltima en junio de 2018 cuyo proceso termin  con la Resoluci n Nú ó ó º 

CMC 2644/2019 que se impugna en estos autos.

Expone asimismo que aqu lla suscribi  una solicitud de pensi né ó ó  

y  calificaci n  de  invalidez  en  AFP  Plan  Vital,  acompa ando  unó ñ  

informe m dico extendido por su psiquiatra tratante, quien certific  uné ó  

diagn stico de Trastorno Depresivo Recurrente asociado a un TDP,ó  

mayor  a  4  a os,  con  reposo  laboral  y  farmacoterapia,  conñ  

estabilizadores del nimo. Al mismo tiempo el psiquiatra interconsultaá  

agreg  que se trata de una mujer  de 47 a os,  casada con 2 hijos,ó ñ  

trabajadora de una empresa de seguridad con licencia m dica desdeé  

enero de 2017, que realiza labores dom sticas con ayuda de su suegra,é  

deambula de forma independiente ya que maneja un veh culo, peroí  

con escasas relaciones sociales, concluyendo que padece un trastorno“  

bipolar  en  comorbilidad  con  un  trastorno  de  la  personalidad 

emocionalmente inestable y una ros cea severa . Y que, aun cuandoá ”  

mantiene  tratamiento  especializado,  persiste  sintomatolog a  an mica,í í  

por lo que considera que tanto el cuadro an mico, como la alteraci n“ í ó  

de personalidad son impedimentos que est n configurados . Adem s elá ” á  

peritaje  socio-laboral  realizado  en  su  domicilio,  arroj  que  lasó  

afecciones interfieren en su vida diaria.
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No obstante lo anterior, si bien la Comisi n M dica Regionaló é  

estim  un impedimento por trastorno de humor en clase III, rango altoó  

de las Normas de Evaluaci n, con un 49% de menoscabo laboral, laó  

Comisi n  M dica  Central  que  reestudi  los  antecedentes  de  salud,ó é ó  

concluy  que si se tratase de un trastorno depresivo recurrente o unó  

trastorno afectivo bipolar  como se  plantea,  no se han cumplido las 

alternativas de tratamiento para el impedimento mental, por lo tanto 

s lo es posible configurar impedimento por trastorno de personalidadó  

con un 7% de menoscabo laboral.  Posteriormente como la afectada 

repusiera, se acord  la necesidad de establecer si la afectada ten a o noó í  

acceso a tratamiento para el impedimento mental con nuevo peritaje 

socio-laboral ya que el cuadro mental era el principal, pero luego de 

ello  y  desestimando  adem s  lo  relativo  a  la  ros cea,  mantuvo  laá á  

evaluaci n y finalmente rechaz  este ltimo recurso.ó ó ú

4 )º  Que  el  art culo  20  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ó í  

Rep blica  establece  que:  ú El  que  por  causa  de  actos  u  omisiones“  

arbitrarios  o ilegales  sufra privaci n,  perturbaci n o amenaza en eló ó  

leg timo ejercicio de los derechos y garant as establecidos en el art culoí í í  

19 n meros 1 , 2 , 3  inciso quinto, 4 , 5 , 6 , 9  inciso final, 11 , 12 ,ú º º º º º º º º º  

13 , 15 , 16  en lo relativo a la libertad de trabajo y al derecho a suº º º  

libre  elecci n  y  libre  contrataci n,  y  a  lo  establecido  en  el  incisoó ó  

cuarto,  19 ,  21 ,  22 ,  23 ,  24  y  25  podr  ocurrir  por  s  o  porº º º º º º á í  

cualquiera a su nombre, a la Corte de Apelaciones respectiva, la que  

adoptar  de  inmediato  las  providencias  que  juzgue  necesarias  paraá  

restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protecci n deló  

afectado, sin perjuicio de los dem s derechos que pueda hacer valerá  

ante la autoridad o los tribunales correspondientes. 

Proceder , tambi n, el recurso de protecci n en el caso del N 8á é ó º  

del art culo 19, cuando el derecho a vivir en un medio ambiente libreí  

de contaminaci n sea afectado por un acto u omisi n ilegal imputableó ó  

a una autoridad o persona determinada .”
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Y  el  Auto  Acordado  de  la  Excma.  Corte  Suprema  sobre 

Tramitaci n  y  Fallo  del  Recurso  de  Protecci n  de  las  Garant asó ó í  

Constitucionales, en su consideraci n tercera dice en lo pertinente queó :  

Acogido a tramitaci n el recurso, la Corte de Apelaciones ordenar“ ó á 

que informe, por la v a que estime m s r pida y efectiva, la persona oí á á  

personas, funcionarios o autoridad que seg n el recurso o en conceptoú  

del Tribunal son los causantes del acto u omisi n arbitraria o ilegal,ó  

que haya podido producir privaci n, perturbaci n o amenaza del libreó ó  

ejercicio de los derechos que se solicita proteger, fij ndole un plazoá  

breve y perentorio para emitir el informe…” Y la considerativa cuarta 

que  Las  personas,  funcionarios  u  rganos  del  Estado  afectados  o“ Ó  

recurridos, podr n hacerse parte en el recursoá .”

5 )º  Que en torno a la falta de legitimaci n pasiva,  de lo anterioró  

fluye que el Recurso de Protecci n, es una acci n de urgencia conó ó  

formalidades m nimas, las cuales tienen por objeto ordenar y definir losí  

contornos limitantes de tiempo y otras circunstancias de procedencia, 

pero que no constituye una controversia con el afectado en el sentido 

cl sico  y  dial ctico  del  juicio,  en  que  cobra  relevancia  procesal  laá é  

individualizaci n  y  presentaci n  jur dica  del  oponente.  De  ah  queó ó í í  

discurrir acerca del legitimado pasivo  por el derrotero alegado por la“ ”  

Comisi n M dica Central que no es sino una objeci n relativa al uisó é ó  

postulandi no tiene la calidad de impedimento para que el recurrido, 

sea  persona  natural,  sea  persona  jur dica  privada  o  un  rgano  delí ó  

Estado, entregue los antecedentes que se le piden. Lo contrario ser aí  

conculcar el acceso a la justicia.

Cuesti n distinta es la posibilidad de que la recurrida se hagaó  

parte formalmente, circunstancia en la cual desde luego deber  cumplirá  

con las exigencias de su propia normativa, como en el caso que nos 

ocupa, ha sido la intervenci n el Consejo de Defensa del Estado.ó

De  manera  que  la  alegaci n  debe  ser  desechada  poró  

improcedente.
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6 )º  Que en torno a las solicitudes subsidiarias, ambas de fondo, 

el art culo 4  del DL 3.500, de 1980, en su parte pertinente se ala queí º ñ  

Tendr n derecho a pensi n de invalidez los afiliados no pensionados“ á ó  

por  esta  ley  que,  sin  cumplir  los  requisitos  de  edad  para  obtener  

pensi n de vejez, y a consecuencia de enfermedad o debilitamiento deó  

sus fuerzas f sicas o intelectuales, sufran un menoscabo permanente deí  

su capacidad de trabajo”, de acuerdo a ciertos par metros que indica,á  

agregando que  Las Comisiones M dicas a que se refiere el art culo“ é í  

11,  deber n  ,  frente  a  una  solicitud  de  pensi n  de  invalidez  delá ó  

afiliado,  verificar  el  cumplimiento de los  requisitos  ( )  y emitir  un…  

dictamen  total  o  parcial  a  contar  de  la  fecha  que  se  declare  la  

incapacidad, o lo negar , seg n correspondaá ú ”.

Y a su vez el  mencionado art culo 11  de dicho decreto ley,í °  

detalla el procedimiento para las revisiones de salud f sica y mental yí  

de  habilidades  laborales  por  facultativos  expertos;  y  emisiones  de 

dict menes que incluyen posibilidad de ser reclamados como sucediá ó 

en la especie por las entidades aseguradoras.

7 )º  Que la garant a que se estima infringida es la del art culo 19í í  

N 9 que consagra:  º La Constituci n asegura a todas las personas: 9 .“ ó º  

El derecho a la protecci n de la salud.ó

El Estado protege el libre e igualitario acceso a las acciones de  

promoci n, protecci n y recuperaci n de la salud y de rehabilitaci nó ó ó ó  

del individuo.

Le corresponder ,  asimismo,  la  coordinaci n  y  control  de  lasá ó  

acciones relacionadas con la salud.

Es deber  preferente  del  Estado garantizar  la  ejecuci n  de lasó  

acciones de salud, sea que se presten a trav s de instituciones p blicasé ú  

o privadas,  en la forma y condiciones que determine la ley, la que  

podr  establecer cotizaciones obligatorias .á ”

8 )º  Que atendido que la acci n de protecci n, ha sido instituidaó ó  

para obtener la tutela efectiva de derechos esenciales de las personas, 
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cuyo alcance o restricci n ha sido ponderado por el constituyente; de loó  

transcrito en el motivo cuarto y precedente, no aparece que la garant aí  

que aduce la interesada como conculcada haya sido comprendida en el 

cat logo  de  aquellas  susceptibles  de  ser  amparadas  por  esta  v a,á í  

circunstancia que por s  sola deriva en el rechazo del recurso.í

Sin embargo y a pesar de esta, a n entendiendo esta Corte queú  

pudiere encontrarse amagada alguna otra de las cautelas incluidas en el 

art culo 20 citado, lo cierto es que no se advierte de lo establecido ení  

estos autos, que los hechos expuestos e indagados en el recurso sean 

constitutivos de alguna ilegalidad o arbitrariedad.

9 )º  Que as , respecto de una eventual ilegalidad, lo cierto es queí  

tal  como  se  extrae  de  los  art culos  4  y  11  ya  se alados,  lasí º º ñ  

evaluaciones  m dicas  necesarias  para  la  obtenci n  de  este  tipo  deé ó  

pensiones,  requieren ser  realizadas  por  un organismo t cnico,  cuyasé  

competencias  han  sido  establecidas  legalmente  y  conforme  a  un 

procedimiento que contempla recursos y tiempos de an lisis de aspectosá  

no solo sanitarios, sino sociales y laborales, como ocurri  en este casoó  

seg n se aprecia de los antecedentes acompa ados. ú ñ

Por eso y dado que la afectada ha podido plantear con claridad 

y  oportunidad  su  pretensi n  y  sta  ha  sido  o da  y  analizadaó é í  

formalmente, de acuerdo a las reglas establecidas, no aparece que la 

recurrida  haya  actuado  al  margen  de  la  legalidad  convirtiendo  el 

proceso de su solicitud de pensi n, en una amenaza o privaci n deó ó  

derechos fundamentales.

10 )º  Que lo mismo puede concluirse respecto de una eventual 

arbitrariedad,  pues  se  trata,  la  petici n  de  autos,  de  un  asunto  deó  

car cter t cnico emanado de facultativos especializados que determinaná é  

las afecciones patol gicas decidiendo conforme a ellas si ameritan laó  

fijaci n de incapacidades laborales, que por lo dem s pueden volver aó á  

ser revisadas en el futuro; y que en el caso concreto se apoyaron en 

razonamientos  explicados  debidamente  en  los  actos  administrativos 

respectivos, esto es, haber sido fijado el 7% en atenci n al trastorno deló  
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nimo y no a otras enfermedades dados los resultados de los ex menesá á  

correspondientes, siendo desechadas sus implicancias para efectos de la 

invalidez.

11 )º  Que  de  acuerdo  a  lo  analizado  entonces,  la  acci n  deó  

protecci n aparece como falta de idoneidad f ctica y legal y no podró á á 

ser acogida.

12 )°  Que  aun  cuando  ser  desechado  el  recurso,  no  seá  

condenar  en costas a la recurrente por tratarse de una persona noá  

abogada que acciona desde una localidad lejana y por s  misma.í

En consecuencia y visto lo dispuesto en los art culos 19 N 9 y 20í º  

de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  Auto  Acordado  de  laó í ú  

Excma.  Corte  Suprema  sobre  Tramitaci n  y  Fallo  del  Recurso  deó  

Protecci n de las Garant as Constitucionales; y art culos 4  y 11  deló í í º º  

DL N 3.500, de 1980, se resuelve:º

I. Que  se  rechaza la  alegaci n  de  falta  de  legitimidadó  

pasiva de la recurrida.

II. Que se rechaza el recurso de protecci n.ó

III. Que no se condena en costas a la parte recurrente.

Reg strese,  comun quese  y  arch vese  en  suí í í  

oportunidad.

Redact  la ministra (S) Sra. Poza.ó

Rol 27.552-2019.-

Dictada  por  la  PRIMERA   Sala  de  la  Iltma.  Corte  de  
Apelaciones  de  Santiago,  presidida por la Ministra se ora Mireyañ  
L pez Miranda e integrada  por la  Ministra (S)  se ora  Lidia Pozaó ñ  
Matus  y por el Abogado Integrante se or Rodrigo Asenjo Zegers.  ñ
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Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministra Mireya Eugenia Lopez M., Ministra

Suplente Lidia Poza M. y Abogado Integrante Rodrigo Asenjo Z. Santiago, uno de agosto de dos mil diecinueve.

En Santiago, a uno de agosto de dos mil diecinueve, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 07 de abril de 2019, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antartica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl.
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